
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA ACTUACIÓN JUDICIAL / CAUSALES GENERALES Y ESPECÍFICAS DE PROCEDIBILIDAD / DEFECTO SUSTANTIVO / PROCESO DE REORGANIZACIÓN EMPRESARIAL / EVENTOS QUE LO CONSTITUYEN / DESCONOCIMIENTO DEL PRECEDENTE HORIZONTAL SIN RAZONES QUE LO JUSTIFIQUEN.
Para resolver, se evoca que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU-222 de 2016, SU573 de 2017 y SU004 de 2018, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental y (vii) violación directa a la constitución. (…)
 o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional;
La jurisprudencia de esta Corporación ha establecido una serie de situaciones en las que una providencia judicial presenta un defecto sustantivo. Estos eventos fueron enunciados de manera reciente en la sentencia T-344 de 2015 así: “(i) cuando la decisión judicial se basa en una norma que no es aplicable, porque a) no es pertinente, b) ha sido derogada y por tanto perdió vigencia, c) es inexistente, d) ha sido declarada contraria a la Constitución, e) a pesar de que la norma cuestionada está vigente y es constitucional, no se adecua a la situación fáctica a la cual se aplicó, porque la norma utilizada, por ejemplo, se le dan efectos distintos a los señalados expresamente por el legislador; (ii) cuando a pesar de la autonomía judicial, la interpretación o aplicación de la norma al caso concreto, no se encuentra, prima facie, dentro del margen de interpretación razonable o “la aplicación final de la regla es inaceptable por tratarse de una interpretación contraevidente (interpretación contra legem) o claramente perjudicial para los intereses legítimos de una de las partes” o cuando se aplica una norma jurídica de forma manifiestamente errada, sacando de los parámetros de la juridicidad y de la interpretación jurídica aceptable la decisión judicial; (iii) cuando no se toman en cuenta sentencias que han definido su alcance con efectos erga omnes, (iv) cuando la disposición aplicada se torna injustificadamente regresiva o contraria a la Constitución; (v) cuando un poder concedido al juez por el ordenamiento jurídico se utiliza “para un fin no previsto en la disposición”; (vi) cuando la decisión se funda en una hermenéutica no sistémica de la norma, con omisión del análisis de otras disposiciones que regulan el caso o (vii) cuando se desconoce la norma constitucional o legal aplicable al caso concreto. Existe defecto sustantivo igualmente cuando (viii) la decisión no está justificada en forma suficiente de tal manera que se afectan derechos fundamentales; (ix) cuando sin un mínimo de argumentación se desconoce el precedente judicial y, (x) cuando el juez no aplica la excepción de inconstitucionalidad frente a una manifiesta violación de la Constitución. (Se destaca). (…)
Tal como atinó a decir el accionante, en dos asuntos recientemente absueltos por el mismo funcionario, fueron validados sendos acuerdos en los que estaba incluida la cláusula que en el de marras se estimó abusiva, sin un mínimo de argumentación sobre esa situación. 

Con ello reluce diáfana la conculcación endilgada por el actor, quien se queda sin saber por qué, solo hasta ahora, luego de que en precedencia se habían validado acuerdos que contenían una idéntica cláusula, esta se estima abusiva.
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Acta N° 471 del 27 de noviembre del 2018




Decide la Sala la acción de tutela promovida por Héctor Cristino Africano Chaparro contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados la DIAN, el Ministerio de Salud y de Protección Social, la Superintendencia de Industria y Comercio, la Cámara de Comercio de Pereira, el Banco Caja Social S.A., Banco Colpatria S.A., Banco Helm Bank, Leasing de Occidente S.A., A&P Construcciones S.A.S., Coovipriquin C.T.A, Edgar Arenas, Alberto Cortés Uribe, Ángela Lucía Mejía, Guillermo Londoño, Jorge Emilio Bravo, Efraín Ortiz y Jhon Fredy Pareja. 

ANTECEDENTES

Héctor Cristino Africano Chaparro, quien actúa en su propio nombre, presentó esta acción de tutela contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, en la que aduce la violación de su derecho fundamental al debido proceso. 




El extenso relato admite la siguiente síntesis:





El 19 de octubre del año 2017 el juzgado accionado admitió el proceso de validación judicial del acuerdo extrajudicial de reorganización de persona natural comerciante que radicó desde el 28 de agosto de ese año y, en virtud del artículo 2.2.13.3.5 del decreto 1074 de 2015, corrió traslado, por el término de 5 días a todos los acreedores, incluso a aquellos que no firmaron el acuerdo.




De las objeciones presentadas por los bancos Itaú Corpbanca Colombia S.A. y Colpatria Multibanca Colpatria S.A., se corrió traslado. Mediante memorial radicado el 7 de diciembre del año 2017, se allanó a la suma de $86.455.989,82 por concepto de capital a favor del primero, y de $10.030’259.241,95 de capital a favor del segundo. 




Luego, el 17 de mayo de este año, de conformidad con los artículos 29 de la ley 116 de 2006 y 2.2.2.13.3.5 del decreto 1074 del 2015, el juzgado corrió traslado por el término de 10 días a las partes para que conciliaran las objeciones presentadas.




Las acreencias con la DIAN, el Banco Itaú Corpbanca Colombia S.A. y Guillermo Fernando Londoño Tangarife fueron conciliadas por el monto total objetado; en lo que atañe con la objeción presentada por el Banco Colpatria Multibanca Colpatria S.A., él se allanó al capital que presentó la entidad; recalcó que ello fue en relación con el capital relacionado con el banco, mas no con los intereses, los cuales no fueron objetados por la entidad financiera.   





Una vez conciliadas todas las objeciones mediante auto del 8 de agosto del año 2018, se convocó a audiencia para llevar a cabo la validación del acuerdo, pero esta fue suspendida debido a que ese día el Banco Colpatria Multibanca Colpatria S.A. y el Banco Caja Social B.C.S.C S.A., presentaron nuevas acreencias; reanudada la audiencia el 23 de octubre de este año, el juzgado decidió invalidar el acuerdo extrajudicial por considerar que la cláusula cuarta era arbitraria por no contemplar el pago de los intereses causados dentro del mismo. 
El resto del escrito presentado por el accionante, exhibe una argumentación que sustenta sus denuncias a la violación al debido proceso y a la igualdad, la que en líneas siguientes será analizada. 





Se dispuso el trámite respectivo, del juzgado se solicitó copia de las diligencias relacionadas en la demanda y se ordenaron las citadas vinculaciones. 
Posteriormente se decretó como prueba, traer a este trámite, copia de las audiencias que se celebraron, ante el juzgado encartado, en los procesos de reorganización empresarial radicados con los números 66001-31-0-002-2016-000668-00 y 66001-31-0-002-2017-000409-00.

El Juzgado remitió las copias solicitadas.
La coordinadora del Grupo de Gestión Judicial de la Superintendencia de Industria y Comercio, pidió declarar que el ente de control no ha violentado derecho fundamental alguno del accionante (f. 103). 

Por conducto de apoderada judicial la DIAN, dio cuenta de la actividad desplegada por dicha cartera dentro del proceso de marras y explicó que, comoquiera que la obligación por la cual se había hecho parte dicha cartera había sido cancelada, no hizo parte de las audiencias mencionadas en el amparo; también solicitó declarar su improcedencia habida cuenta de que la acción de tutela no es la vía idónea para reclamar derechos dentro de un proceso regulado por una norma especial. 

La representante legal para fines judiciales del Banco Colpatria Multibanca Colpatria S.A., se opuso a las pretensiones del amparo, solicitó declarar su improcedencia, no observó arbitrio o capricho en la decisión del juez que no tiene vedado improbar los acuerdos de reorganización sometidos a su consideración. Agregó que la decisión que se controvierte se encuentra debidamente sustentada en el ordenamiento jurídico, y pretende lograr un acuerdo más equitativo y garantista con los derechos de todas las partes que intervienen en un proceso. Explicó que si bien la obligación por concepto de capital, es decir $10.030’259.241,95, de la que es acreedora dicha entidad en el proceso, fue objeto de conciliación parcial, no sucedió lo mismo con los intereses que ascienden a la suma de $659’251.097,04; en ese orden de ideas presentó una objeción que no prosperó.
No obstante, con posterioridad el juzgado, decidió no validar el acuerdo en atención al abuso  del derecho por parte del promotor que no les reconoció a los acreedores los intereses causados antes de la fecha de la solicitud de validación.
Precisó que los intereses son reconocidos constantemente en sus providencias por la Superintendencia de Sociedades, entidad que al absolver las consultas sobre ese tipo de casos así lo ratifica; en tal virtud estima que esos intereses deben quedar reconocidos en el proyecto de calificación y graduación. 

La directora Jurídica del Ministerio de Salud y Protección Social, adujo la improcedencia del amparo frente a dicha cartera en consideración a que no es la entidad encargada de dar trámite a las solicitudes del accionante.

La vicepresidenta jurídica de la Cámara de Comercio de Pereira indicó que esa dependencia no es accionada en este amparo, ni ha vulnerado derecho fundamental alguno del actor.
CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude a esta excepcional senda en procura de la protección al derecho al debido proceso, derivado de la negativa del Juzgado de validar el acuerdo extrajudicial d persona natural comerciante, ya referenciado, al que asiste en calidad de deudor y promotor, con fundamento en la falta de reconocimiento de intereses, decisión con la que además, contraría su precedente. 

  



Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU573 de 2017 y SU004 de 2018, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. . Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; y (vii) violación directa a la constitución.  





Para la Sala, los presupuestos generales de procedibilidad se satisfacen, comoquiera que se aduce la vulneración del derecho fundamental al debido proceso; se hizo uso de los medios impugnativos del caso frente a los proveídos que se reprochan; se cumple el principio de inmediatez, ya que las decisiones objeto de estudio datan del 23 de octubre del año que avanza; si se advirtieran las irregularidades que le achaca la demandante al funcionario, aquellas podrían incidir en la decisión definitiva; se identifica razonablemente en qué consiste la trasgresión, y no se trata de una providencia dictada dentro de una acción de tutela.





Lo que sigue, en consecuencia, es analizar la posible incursión por parte del juzgado, en un defecto sustantivo por la indebida interpretación de algunos preceptos normativos que en líneas siguientes se analizarán.




Sobre el aludido defecto, vale recordar que en la sentencia SU-050 de 2017, se explicó que:

La jurisprudencia de esta Corporación
 ha establecido una serie de situaciones en las que una providencia judicial presenta un defecto sustantivo. Estos eventos fueron enunciados de manera reciente en la sentencia T-344 de 2015
 así: “(i) cuando la decisión judicial se basa en una norma que no es aplicable, porque a) no es pertinente
, b) ha sido derogada y por tanto perdió vigencia
, c) es inexistente
, d) ha sido declarada contraria a la Constitución
, e) a pesar de que la norma cuestionada está vigente y es constitucional, no se adecua a la situación fáctica a la cual se aplicó, porque la norma utilizada, por ejemplo, se le dan efectos distintos a los señalados expresamente por el legislador
; (ii) cuando a pesar de la autonomía judicial, la interpretación o aplicación de la norma al caso concreto, no se encuentra, prima facie, dentro del margen de interpretación razonable
 o “la aplicación final de la regla es inaceptable por tratarse de una interpretación contraevidente (interpretación contra legem) o claramente perjudicial para los intereses legítimos de una de las partes”
 o cuando se aplica una norma jurídica de forma manifiestamente errada, sacando de los parámetros de la juridicidad y de la interpretación jurídica aceptable la decisión judicial; (iii) cuando no se toman en cuenta sentencias que han definido su alcance con efectos erga omnes
, (iv) cuando la disposición aplicada se torna injustificadamente regresiva
 o contraria a la Constitución
; (v) cuando un poder concedido al juez por el ordenamiento jurídico se utiliza “para un fin no previsto en la disposición”
; (vi) cuando la decisión se funda en una hermenéutica no sistémica de la norma, con omisión del análisis de otras disposiciones que regulan el caso
 o (vii) cuando se desconoce la norma constitucional o legal aplicable al caso concreto
. Existe defecto sustantivo igualmente cuando (viii) la decisión no está justificada en forma suficiente
 de tal manera que se afectan derechos fundamentales
; (ix) cuando sin un mínimo de argumentación se desconoce el precedente judicial
 y, (x) cuando el juez no aplica la excepción de inconstitucionalidad frente a una manifiesta violación de la Constitución
. (Se destaca).

Sin perder de vista los resaltados de la jurisprudencia transcrita, se recuerda que este concreto asunto se trata de un proceso de reorganización empresarial promovido por el accionante, en el que, previos los trámites consagrados en la ley 1116 de 2006, en definitiva, el juzgado decidió no validar el acuerdo extrajudicial.

El fundamento para ello fue, en esencia, que el acuerdo contenía una cláusula abusiva, en la que se dejaron de reconocer los intereses causados hasta antes de la fecha de la celebración del acuerdo, disposición con la cual, según el despacho, de manera irregular y en detrimento de los créditos de los acreedores disidentes, se pretendían subsanar situaciones económicas ya consolidadas.
Ese argumento, a juicio del accionante, transgrede el debido proceso porque:
1. Es legítimo que en un proceso de reorganización empresarial, con el consenso de la mayoría de los acreedores, se condonen los intereses echados de menos por el despacho.

2. El acuerdo extrajudicial, una vez celebrado con un número plural de acreedores, se convierte en ley para las partes y tiene prohibido, el juez del concurso invalidarlo bajo el argumento de que es abusivo no reconocer intereses. 
3. La decisión es disímil a otras que el juzgado tomó en casos semejantes, con ello violenta su precedente y por contera el debido proceso. 

Lo que sucedió en aquel asunto fue lo siguiente 

1. El 19 de octubre del año 2017 el despacho admitió la solicitud de validación de acuerdo extrajudicial de reorganización de persona natural comerciante.

2. De ese acuerdo corrió traslado todos los acreedores por el término de 5 días para que presentaran objeciones.

3. Presentaron objeciones varios acreedores, entre ellos el Banco Colpatria Multibanca Colpatria S.A., allí indicó que la suma de su acreencia ascendía a $10.030.259,95.

4. Luego esa misma entidad, durante el término que el juzgado concedió para que fueran conciliadas las objeciones, aportó un escrito, el 31 de mayo, de “Conciliación parcial y objeción sobre los intereses”; en el que indicó que en el proyecto de calificación y graduación de créditos no se hizo alusión a los intereses que del capital surgieron, que ascendían a la suma de $659.251.097,04.
5. El 8 de agosto del año 2018, se fijó fecha para llevar a cabo la audiencia de validación del acuerdo extrajudicial, para el día 9 de octubre siguiente. 

6. Comoquiera que para ese momento, persistía el disenso y la inconformidad del Banco Colpatria respecto de los intereses, el juzgado dispuso, previo decreto de pruebas, que las objeciones se resolverían en audiencia del 23 de octubre del año que avanza. 

7. Llegado finalmente el día, en la audiencia, ocurrieron un par de circunstancias en las que, como se verá y siguiendo de cerca la orientación jurisprudencial sobre el debido proceso, el despacho incurrió en el mentado defecto sustantivo. 

Y así es, porque el juzgado desestimó la objeción presentada por el acreedor, Banco Colpatria Multibanca Colpatria S.A., y luego, con fundamento en ella, previo estudio de la cláusula 4ª del acuerdo, decidió invalidarlo.   

Para lo primero señaló:
“(…) Respecto de la objeción de Colpatria y en tanto es la misma circunstancia de todos y cada uno de los acreedores, a quienes no les han sido reconocidos para su pago y si para la graduación de los créditos y los derechos de voto lo que corresponde a los intereses causados hasta la fecha de la celebración del acuerdo, sería contrario al principio de igualdad estimar la objeción y dar un trato diferente a Colpatria respecto de los restantes acreedores, en lo que se refiere a la resolución de la objeción y será del caso cuando se decida la validación determinar si esa cláusula general para todos los acreedores es abusiva o no y si se acomoda al ordenamiento legal; se desestima entonces la objeción y se reitera que en la consideración de validar el acuerdo se hará entonces de manera general y comoquiera que abarca a todos los acreedores acerca de esa decisión tomada en el sentido de no reconocer para el pago  los réditos ya causados a la fecha de celebración del acuerdo; esta decisión se notifica en estrados (…)
Y luego manifestó: 





“(…) La discusión que aquí se ha suscitado, gira en torno al reconocimiento de los intereses tanto de plazo como de mora, causados hasta la fecha de la celebración del acuerdo, los votos que se emitieron fueron en el sentido de excluir de sus pagos, dichos réditos y considerarlos únicamente para los efectos que corresponden a la graduación de los créditos y la determinación de los derechos de voto.





Es necesario entonces, adelantar un examen respecto, no solo de la legalidad sino de la condición de abuso que pueda llegar a representar respecto de los restantes participes de este trámite de reorganización, el hecho de no reconocer para su pago los intereses causados hasta la fecha de la reorganización (…)”
Es evidente, a la sazón, el contrasentido del razonamiento, que por un lado desestimó el embate propuesto por un acreedor que reclamó intereses y luego con fundamento en la falta de reconocimiento de aquellos, invalidó el acuerdo.   
De todo lo cual provino la otra circunstancia que transgrede el debido proceso, cual es la absoluta ausencia de justificación del despacho para apartarse del precedente horizontal.

Tal como atinó a decir el accionante, en dos asuntos recientemente absueltos por el mismo funcionario
, fueron validados sendos acuerdos en los que estaba incluida la cláusula que en el de marras se estimó abusiva
, sin un mínimo de argumentación sobre esa situación. 
Con ello reluce diáfana la conculcación endilgada por el actor, quien se queda sin saber por qué, solo hasta ahora, luego de que en precedencia se habían validado acuerdos que contenían una idéntica cláusula, esta se estima abusiva. Así que la alternativa que queda es la concesión del amparo, con el propósito de dejar sin efecto las decisiones adoptadas el 23 de octubre en torno a la objeción y a la validación del acuerdo, para que el funcionario convoque nuevamente a audiencia y profiera una nueva, que acate las directrices impartidas en esta providencia. 





DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONCEDE la acción de tutela impetrada por Héctor Cristino Africano Chaparro contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal.

En consecuencia, se dejan sin efecto las decisiones adoptadas por el Juzgado, en la audiencia del 23 de octubre del presente año, relacionadas con la objeción y la invalidación del acuerdo. 

  Se ordena a la titular que, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia, proceda a convocar nuevamente a audiencia, para que profiera una decisión que acate las directrices impartidas en esta providencia.
Se absuelve a los demás vinculados dentro de la presente acción de tutela.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente sin más trámite.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


       DUBERNEY GRISALES HERRERA
� Sentencia C-543-92


� Sentencias T-158 de 1993 MSPS Jorge Arango Mejía y Antonio Barrera Carbonell, T-572 de 1994 MP Alejandro Martínez Caballero, T-100 de 1998 MP José Gregorio Hernández Galindo, SU-159 2002 MP Manuel José Cepeda Espinosa, T-808 de 2007 MP E Catalina Botero Marino y T-086 de 2007 MP Manuel José Cepeda Espinosa, SU-174 de 2007 MP Manuel José Cepeda Espinosa, T-364 de 2009 MP Mauricio González Cuervo, T-792 de 2010 MP Jorge Iván Palacio, T-510 de 2011 MP Jorge Iván Palacio, T-343 de 2011 MP Humberto Sierra Porto, T-138 de 2011 MP María Victoria Calle Correa, T-360 de 2011 MP Humberto Antonio Sierra Porto, T-160 de 2013 MP Luis Guillermo Guerrero Pérez, T-267 de 2013 MP Jorge Iván Palacio, T-465 de 2013 MP Luis Ernesto Vargas Silva, T-564 de 2013 MP Luis Ernesto Vargas Silva, SU.917 de 2013 MP Luis Ernesto Vargas Silva, T-116 de 2014 MP Luis Guillermo Guerrero Pérez, T-146 de 2014 MP Mauricio González Cuervo, T-374 de 2014 Luis Ernesto Vargas Silva, SU.770 de 2014 MP Mauricio González Cuervo, T-869 de 2014 MP Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, T-073 de 2015 MP Mauricio González Cuervo.


� MP (E) Myriam Ávila Roldán. 


� “Sentencia T-189 de 2005”.


� “Sentencia T-205 de 2004”.


� “Sentencia T-800 de 2006”.


� “Sentencia T-522 de 2001”.


� “Sentencia SU-159 de 2002”.


� 	Sentencias T-1101 de 2005, T-1222 de 2005 y T-051 de 2009.


� Sentencias T-001 de 1999 y T-462 de 2003.


� 	Sentencia T-814 de 1999, T-462 de 2003, T-1244 de 2004, T-462 de 2003 y T-1060 de 2009.


� 	Sentencia T-018 de 2008.


� Sentencia T-086 de 2007.


� 	T-231 de 1994 M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz. Dijo la Corte: “La vía de hecho predicable de una determinada acción u omisión de un juez, no obstante poder ser impugnada como nulidad absoluta, es una suerte de vicio más radical aún en cuanto que el titular del órgano se desliga por entero del imperio de la ley. Si la jurisdicción y la consiguiente atribución de poder a los diferentes jueces, se hace con miras a la aplicación del derecho a las situaciones concretas y a través de los cauces que la ley determina, una modalidad de ejercicio de esta potestad que discurra ostensiblemente al margen de la ley, de los hechos que resulten probados o con abierta preterición de los trámites y procedimientos establecidos, no podrá imputarse al órgano ni sus resultados tomarse como vinculantes, habida cuenta de la "malversación" de la competencia y de la manifiesta actuación ultra o extra vires de su titular. // Si este comportamiento - abultadamente deformado respecto del postulado en la norma - se traduce en la utilización de un poder concedido al juez por el ordenamiento para un fin no previsto en la disposición (defecto sustantivo)…”.


� Sentencia T-807 de 2004.


� Sentencia T-056 de 2005, T-1216 de 2005, T-298 de 2008 y T-066 de 2009.


� Sentencias T-114 de 2002 y T- 1285 de 2005.


� Sentencia T-086 de 2007.


� Sentencias T-193 de 1995, T-949 de 2003, T-1285 de 2005 y T-086 de 2007.


� Sentencias SU-640 de 1998, T-462 de 2003, T-292 de 2006 y T-086 de 2007.


� Sentencias T-1625 de 2000, T-522 de 2001, SU-1184 de 2001 y T-047 de 2005.


� Los radicados con los números 66001-31-0-002-2016-000668-00 y 66001-31-0-002-2017-000409-00.


� Para el efecto pueden observarse las actas de las audiencias  y los acuerdos de reorganizacón empresarial obrantes a folios 53 a 79.
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